INFORME DE SEGUIMIENTO E IMPLEMENTACION DE LOS MANDATOS DE LA CUMBRE EXTRAORDINARIA DE LAS AMERICAS 

PERU

La Declaración de Nuevo León, adoptada en la Cumbre Extraordinaria de las Américas  el 13 de enero de 2004, estableció tres objetivos estrechamente vinculadas: crecimiento económico con equidad para reducir la pobreza, desarrollo social y gobernabilidad democrática. A continuación se presentan los avances realizados por el Estado peruano para dar seguimiento y cumplimiento a los mandatos de la Declaración de Nuevo León.

I. CRECIMIENTO ECONÓMICO CON EQUIDAD

1. FORTALECIMIENTO DE  LOS DERECHOS DE PROPIEDAD

	“Reconocemos que la seguridad jurídica sobre los derechos de propiedad es uno de los elementos fundamentales para el crecimiento económico, toda vez que la verificación del título de la propiedad ayuda a las personas a obtener préstamos e iniciar negocios. Por lo tanto, nos comprometemos, en los casos que sea necesario y apropiado, a fortalecer los derechos de propiedad y ampliar el uso de la misma como garantía, asegurando la aplicación de normas eficaces, transparentes, integrales y equitativas que rijan los contratos de propiedad, así como a mejorar o impulsar las medidas relativas a la transferencia de la propiedad, los registros de propiedad, el establecimiento de la propiedad como forma de garantía y los derechos y obligaciones de deudores y acreedores.

En lo que se refiere a estas medidas, nos comprometemos a emprender acciones concretas antes de la próxima Cumbre de las Américas, a celebrarse en la Argentina en 2005, e informar en esa oportunidad sobre los progresos alcanzados. Nos empeñaremos en asegurar que los derechos de propiedad beneficien a todas las personas sin discriminación”.



El derecho a la propiedad se encuentra garantizado en la Constitución (arts. 2-16 y 70-73). Debido a la alta incidencia de informalidad en materia de propiedad predial y las consecuencias negativas que ello tenía para los ciudadanos (impidiéndoles el acceso al crédito, a la transmisión de propiedad, entre otros) se conformó la Comisión de Formalización de la Propiedad Informal (COFOPRI). 

COFOPRI ejecuta un programa de formalización de la propiedad cuyo objetivo principal es crear un sistema que asegure a los pobladores que ocupan terrenos urbanos informalmente, el acceso a derechos de propiedad seguros jurídicamente y sostenibles en el tiempo. La COFOPRI tiene como funciones: 

a. Desarrollar métodos de saneamiento físico legal y de formalización eficaces, seguros y de bajo costo, para los sectores en extrema pobreza.

b. Incorporar al circuito legal y económico los beneficiarios del proceso de formalización para que sean calificados como sujetos de crédito y accedan a inversiones e infraestructura.

c. Promover el marco legal e institucional que garantice el derecho de propiedad reconocido por el Estado y que sea sostenible en el tiempo. 

d. Desarrollar un sistema catastral de propiedad, de las zonas urbano marginales, utilizando Alta Tecnología.

A agosto de 2004, COFOPRI desarrolla su labor en los siguientes departamentos de Lima, Ancash, Arequipa; Ayacucho, Ica, Junin, La Libertad, Lambayeque, Loreto, Moquegua, Pasco, Piura, Tacna, Ucayali, Tumbes, Cuzco y la provincia de Jaen en Cajamarca, habiendo formalizado 1'885,614 lotes. De estos, 1'405,216 han obtenido sus títulos de propiedad, correspondiendo 1'164,765  a propietarios de viviendas en asentamientos humanos, 44,709 viviendas en asociaciones y cooperativas de vivienda, 195,742 a propietarios de viviendas en programas de vivienda del Estado, 24,845 a organizaciones de base y entidades titulares de lotes comunales y de equipamiento urbano, 8,807 a lotes comerciales, 238 lotes en mercados públicos.

Los procesos de saneamiento que ejecuta COFOPRI son gratuitos para el beneficiario o usuario, entiéndase los pobladores titulares de títulos de propiedad o las Municipalidades Provinciales, que desde la promulgación de la Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, son las entidades facultadas para realizar el saneamiento físico y legal de predios en asentamientos humanos.

Para promover la sostenibílidad en el tiempo del proceso, COFOPRI ha diseñado el programa CREDICRECE, que tiene como objetivo fomentar el acceso al crédito formal de los sectores formalizados por COFOPRI promoviendo un acercamiento entre éstos y las instituciones del sistema financiero. Se capacitarán 22,092 microempresarios, a través de 397 talleres realizados en Lima y otras 8 provincias, capitales de departamento. A la fecha el programa se encuentra ejecutado en un 70%.

Con la misma finalidad, se ha diseñado una estrategia de Promoción de Cultura Registral, destinada a crear conciencia de la necesidad y ventajas del registro de los denominados segundos o ulteriores actos y de esta manera asegurar jurídicamente el proceso de forrnalización. Consta de una campaña masiva de comunicación en medios de prensa hablada y escrita y ferias itinerantes que incluyen sesiones educativas, teatralización, videos y juegos educativos.

El programa de titulación ejecutado por COFOPRI  ha representado para el Estado Peruano: 

· Incorporar 524 millones de dólares en activos inmobiliarios al mercado formal.

· 383 millones de dólares en créditos otorgados por la banca formal a 245,000 propietarios formalizados por COFOPRI, que de otra manera hubieran recurrido a la banca informal.

· 464 millones de dólares en hipotecas constituidas desde el año 2000.

· Incremento en el valor promedio de un predio de 925 dólares, después de ser formalizado.

· Reducción en un tercio del traba]o infantil, por sustitución por trabajo adulto.

	Producción de Títulos de Propiedad

_____________________________

CIFRAS A AGOSTO DE 2004

· 1 '405,216 pobladores que poseen títulos de propiedad debidamente registrados.

· 1'164,765 corresponden a propietarios de viviendas en asentamientos humanos.

· 44,709 a propietarios de viviendas en asociaciones y cooperativas de vivienda.
· 195,742 a propietarios en programas de vivienda del Estado.

· 24,845 a organizaciones de base y entidades titulares de lotes comunales y de equipamiento urbano.

· 8,807 a lotes comerciales y doble propiedad

· 187 a lotes de mercados en asentamientos humanos.

· 51 a lotes en mercados públicos.




2.    
ENVIO DE REMESAS

	“Reconocemos que el envío de remesas es una fuente importante de capital en muchos países del Hemisferio. Nos comprometemos a tomar acciones concretas para promover el establecimiento, lo antes posible, de las condiciones necesarias con miras a alcanzar la meta de una reducción de por lo menos la mitad del costo promedio regional de estas transferencias, de ser posible a más tardar en el 2008 e informar de los progresos alcanzados a la próxima Cumbre de las Américas en Argentina en 2005. Adoptaremos, según sea necesario y apropiado, medidas tales como la promoción de la competencia entre los prestadores de estos servicios, la eliminación de obstáculos normativos y otras medidas restrictivas que afectan el costo de estas transferencias, así como el uso de nuevas tecnologías, manteniendo normas de supervisión financiera efectivas"




En los últimos tres años el flujo de remesas a los países latinoamericanos, según cifras del BID, pasó de 23 mil millones de dólares en el 2001 a cerca de 38 mil millones de dólares en el 2003. En el caso del Perú, según cifras del Banco Central de Reserva en el 2001 éstas fueron de 753 millones de dólares, ascendiendo en el 2003 a 860 millones de dólares y para el año 2004 se espera que lleguen a los mil millones de dólares.

Se estima en alrededor de 2 millones el número de peruanos que han emigrado, principalmente por razones económicas, ubicándose la mayor en concentración en Estados Unidos de América, España, Italia, Japón, Argentina, Chile, Bolivia y Venezuela, países desde los cuales llega el mayor flujo de remesas.

Para el Perú, una de las áreas de preocupación en el tema de la remesas es impulsar el proceso de abaratamiento de costos, para lo cual si bien resulta importante el papel que juegan las fuerzas del mercado, es esencial tener en cuenta otros aspectos que coadyuven a la reducción de las tarifas por el envio de  dinero, aspectos que fueron señalados en el Informe Final del Seminario Regional “Remesas de Migrantes” ¿Una alternativa para América Latina y el Caribe?, promovido por el SELA, que tuvo lugar en Caracas- Venezuela en julio de 2004. Sobre estos temas, el Gobierno del Perú, a través de su Cancillería, viene trabajando desde el 2001, año en que se crea la Subsecretaría de Comunidades Peruanas en el Exterior como órgano de línea dentro de la estructura orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores, teniendo como tarea principal llevar adelante programas que tengan como objetivo la vinculación del Estado peruano con sus connacionales en el exterior.

A continuación se detallan brevemente las líneas de acción que viene implementando la Cancillería en la perspectiva de promover: una reducción en los costos que se cobra por envío de dinero y de vincular productivamente a nuestros connacionales con el Perú, aprovechando su capacidad de organización e interés de mantenerse vinculados con su país.

a) Promover programas de “bancarización” de la población migrante en los países de destino.  Al respecto, se han iniciado gestiones para implementar el uso de la matrícula consular peruana como documento de identificación para la apertura de cuentas bancarias. Se busca aprovechar las experiencias de países como México y Salvador que viene utilizando este mecanismo con muy buenos resultados dentro de su comunidad en Estados Unidos.  

b) Impulsar programas de “bancarización” de la población receptora de remesas. Se ha involucrado a la banca privada local en el tema de las remesas. Desde el año 2002 el INTERBANK y Banco de Crédito del Perú son entidades que brindan sus servicios a los peruanos en el exterior que envían dinero. Con ello se  ha conseguido no sólo facilitar a nuestros connacionales canales formales para la remesas, sino también que los envíos sean efectuados de manera segura, rápida y a costos competitivos. Adicionalmente los beneficiarios o receptores de las remesas pueden acceder a otros servicios bancarios. Conviene señalar que las remesas no constituyen renta por lo que no están gravadas con el pago al impuesto a la renta

Las tarifas que cobraban las empresas remesadoras con las que estos Bancos tienen convenios han disminuido, así en el 2002 por el envío de US$ 200.00 desde Estados Unidos al Perú  cobraban US$ 30.00 es decir el 15%, actualmente se cobra entre 3% y 5% del valor de la remesa.

c) Impulsar el uso de servicios financieros transnacionales en la transferencia de remesas. Esto esta referido al uso de las tarjetas de débito para el envío de dinero. Al respecto, conviene señalar que la legislación vigente sobre la materia no dispone prohibición alguna, por lo que su puesta en uso no es un tema de políticas públicas. 

d) Programas compensatorios al ingreso de remesas a la economía nacional

Conscientes de la importancia de las remesas por su contribución al desarrollo y bienestar no sólo de sus beneficiarios sino también a la economía nacional, se han desarrollado programas que buscan compensar el esfuerzo y sacrificio que hacen los peruanos  en el exterior para enviar dinero. Para ello se pone especial énfasis en la necesidad que las oficinas consulares del Perú en el mundo (195: 56 de carrera, 101 honorarios, 38 secciones consulares) brinden un servicio eficiente y oportuno a los peruanos en el exterior . Al mismo tiempo, ha diseñado y viene ejecutando los programas siguientes: 

· Protección Legal a los derechos de los migrantes, en especial a los derechos humanos del trabajador migrante, el Perú es parte de la Convención Internacional sobre: “La protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y sus familiares”.

· Programa de Asistencia Humanitaria, para lo que se ha creado el “Fondo de Asistencia Humanitaria” que permite atender a nuestros connacionales en casos de extrema necesidad, repatriación de restos mortales etc.

· Programa de inserción productiva legal y respetuosa de los derechos humanos de los peruanos en el exterior. Lo que se busca es que nuestros connacionales se conviertan en empresarios y promotores de las exportaciones y del turismo en las sociedades de recepción, para lo que se cuenta con el apoyo de la oficina de Promoción a la Exportación(PROMPEX). Adicionalmente, se han suscrito convenios de regularización migratorio con Argentina y Bolivia, destinos de un gran número de connacionales, y se vienen negociando convenios similares con otros países.

- 
Programa de “Remesas Familiares”, que fue desarrollado en el punto b) de este documento. Pero conviene añadir que no sólo se establecieron alianzas estratégicas con los citados bancos, sino que se firmó un Convenio de Cooperación Interinstitucional con la Oficina de Correos Postales del Perú (SERPOST) que tiene por objeto la promoción y utilización del servicio de giros postales, a fin que los peruanos en el exterior cuenten con una modalidad adicional de envío de dinero sus familiares, lo que incidirá en la reducción del costo de la remesa.

· Vinculación productiva con el Perú, en este ámbito se desarrollan los siguientes programas: 

·  “Ahorro y Crédito Hipotecario Mivivienda”. No obstante reconocer que el uso de las remesas es un asunto que corresponde a la esfera privada tanto  de quien remite el dinero cuanto de sus beneficiarios, sin embargo se considera conveniente facilitar modalidades de inversión para que ese dinero no sólo vaya al gasto corriente. Para ello fue de mucha utilidad la plataforma que brinda el Fondo Mivivienda que promueve el Ministerio de Vivienda y Construcción para que los ciudadanos que residen en el Perú puedan acceder a la vivienda propia, la Cancillería logro interesar al citado Ministerio para que los beneficiarios de las remesas también puedan calificar para los créditos hipotecarios que brindan los bancos con cargo al Fondo en mención. 

De esta manera los bancos INTERBANK y Banco de Crédito, además del servicio de remesas también ofrecen créditos hipotecarios para la compra de casas con la garantía de las remesas. En el año que tiene este servicio dos familias han hecho realidad el sueño de la casa propia.

· “Solidaridad con mi Provincia” que consiste en involucrar a las Asociaciones de Peruanos en el Exterior en el financiamiento de pequeños proyectos que promuevan el desarrollo sostenible de los caseríos o pequeñas poblaciones rurales, mediante el aumento de la productividad y/o la generación de bienes y servicios, en concordancia con la realidad geográfica y requerimientos de esas poblaciones.

· Promulgación de la “Ley de incentivos migratorios”, cuya finalidad es brindar facilidades a los connacionales que deseen retornar definitivamente al Perú para dedicarse a actividades profesionales o empresariales, facilitando su inserción productiva.

-   
Programa de participación democrática y ejercicio de la ciudadanía, en las oficinas consulares (80) se han constituido  los Consejos de Consulta integrado por miembros de la comunidad peruana elegidos por voto directo. La función de estos Consejos es la de servir de espacios de diálogo para la identificación de problemas que afectan a los connacionales y sus posibles soluciones. De esta manera se promueve la participación activa de los ciudadanos. 

Otras acciones que tiene previstas desarrollar la Cancillería en el mediano plazo son:

· establecer alianzas estratégicas con instituciones que provean asistencia técnica, capacitación e información de financiamiento en proyectos de inversión en la pequeña y mediana empresa. 

· Promover y apoyar el levantamiento de perfiles socioeconómicos y demográficos tanto de la población receptora de remesas, cuanto de los lugares de origen de los migrantes, a fin de identificar patrones de gasto y el potencial productivo de los beneficiarios que permitan diseñar líneas de acción orientadas a promover el uso productivo de las remesas.

Se puede concluir señalando que si bien en la reducción progresiva de los costos de las remesas juega un importante rol el que haya un mayor número de instituciones que prestan servicios en el envío de dinero, no puede dejarse todo a las fuerzas del mercado, es necesario implementar otras acciones, toda vez que el tema de las remesas no es sólo un tema económico es multidisciplinario, como lo es también la migración. Porque así lo entiende la Cancillería es que desarrolla los programas antes mencionados que redundan en beneficio del migrante peruano promotor de desarrollo tanto en el país de acogida cuanto en el Perú.  

II. DESARROLLO SOCIAL

1. EMPODERAMIENTO DE LA MUJER

	“Reiteramos que el empoderamiento de la mujer, su plena e igualitaria participación en el desarrollo de nuestras sociedades y su igualdad de oportunidades para ejercer liderazgo son fundamentales para la reducción de la pobreza, la promoción de la prosperidad económica y social y el desarrollo sostenible centrado en el ser humano. Reafirmamos nuestro compromiso de continuar promoviendo la igualdad y equidad de género y los mandatos de las Cumbres de las Américas en esta materia”.




El derecho a la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres se encuentra recogida en la Constitución Política (artículo 2,2);  asimismo es parte de la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, del Protocolo Facultativo de la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer así como de la Convención de Belem do Pará para eliminar, prevenir y sancionar toda forma de violencia contra la mujer. Asimismo, el Acuerdo Nacional recoge el compromiso del Estado y de la sociedad civil a fin de dar prioridad efectiva a la promoción de la igualdad de oportunidades.

El Estado Peruano considera que en efecto crear mecanismos para fomentar el empoderamiento de las mujeres  y su plena e igualitaria participación en todos los ámbitos son fundamentales para alcanzar el desarrollo humano sostenible. En este sentido ha venido aprobando diversas normas así como implementando políticas públicas de equidad e igualdad de oportunidades para las mujeres.

a) En el ámbito normativo:

· Ley Bases de la Descentralización.

La Ley 27783, Ley de Bases de la Descentralización dispone la ejecución de políticas públicas dirigidas a la promoción del desarrollo humano y la mejora progresiva y sostenida de las condiciones de vida de la población para la superación de la pobreza
; para ello es preciso un cambio en las condiciones de vida de las personas, especialmente de aquellas que son víctimas de desigualdad y exclusión social como son las mujeres. Este objetivo es retomado en la “Ley Orgánica de Gobiernos Regionales”, que tiene como principios rectores la inclusión y la equidad. Asimismo, la Ley 27972 del 27 de Mayo del 2003 ,  Ley Orgánica de Municipalidades, dispone la ampliación de facultades y transferencia de los recursos necesarios para que las municipalidades cumplan con su rol promotor del desarrollo local. Todas estas normas plantean directa o indirectamente la problemática de la discriminación como limitación para el desarrollo y  denotan a la discriminación de género como una de las variantes más evidentes y sentidas
.

· Leyes  de Cuotas de Género

Ley  27387, Ley General de Elecciones, promulgada el 28 de Diciembre del 2000, establece que  las listas de candidatos al Congreso debe incluir un número no menor del 30% de mujeres ó varones.

Ley 27680 de reforma Constitucional del 6 de Marzo del 2002, modifica el Art. 191 de la Constitución . Dicho artículo establece que la Ley de Descentralización establecerá  porcentajes mínimos para hacer accesible la representación de género, comunidades nativas y pueblos originarios en los consejos regionales y en los consejos municipales.

La Ley 27683 Ley de Elecciones Regionales publicada el 25 de Marzo del 2002, que por primera vez regulaba la elección de nuestras autoridades regionales también plasmó la cuota de género estableciendo que la lista de candidatos al Concejo regional debía incluir no menos de un 30% de hombres y mujeres y un mínimo de 15% de representantes de comunidades nativas y campesinas originarios de cada región donde existan

La Ley 27734 promulgada el 6 de mayo del 2002, que modifica diversos artículos de la ley de Municipalidades, establece que las listas de candidatos deben estar conformadas por no menos de un 30% de hombres y de mujeres y un mínimo de un 15% de representantes de comunidades nativas y pueblos originarios de cada provincia correspondiente, donde existan, conforme lo determine el Jurado Nacional de Elecciones.

Cabe señalar que el número de mujeres congresistas se ha incrementado de 13 de 240 a 23 de un total de 120. Por tanto la representación de las mujeres en el Poder Legislativo se ha triplicado porcentualmente (de 6% a 19%). Al mismo tiempo se aprecia un aumento significativo en el acceso de las mujeres a los gobiernos locales; aún cuando el porcentaje de alcaldes se mantiene constante; en el periodo 1985 – 2002 el número de regidoras también se ha triplicado, ampliándose la representación de 8,5% a 24%.

· Ley 27942 contra el Hostigamiento sexual en el empleo, los centros de enseñanza y las fuerzas Armadas.

El 26 de noviembre del año 2003, y en el marco del Día Internacional de la No violencia contra la Mujer, se promulgó el Decreto Supremo N° 010-2003-MIMDES que Reglamenta la Ley Nº 27942 destinada a prevenir y sancionar el hostigamiento sexual. 

El énfasis principal del Reglamento es la prevención y sanción de cualquier forma de hostigamiento sexual, sea que se produzca en el centro laboral, colegio, universidad, centros de formación militar y policial, e incluso en los hogares donde la víctima puede ser una trabajadora del hogar.

El Reglamento obliga a los empleadores, directores y demás autoridades de estos lugares, al establecimiento de políticas de prevención específicas y de reglas internas claras respecto a los procedimientos de sanción frente a la ocurrencia de algún acto de hostigamiento sexual.

· Ley 28251 que modifica diversos artículos del Código Penal en materia de delitos contra la libertad sexual

Fue promulgada el 8 de junio del presente año. Modifica el Código Penal en los capítulos referidos a delitos contra la libertad sexual y a la explotación sexual. Esta ley logra avanzar en el cumplimiento la obligación del Estado peruano de garantizar una adecuada protección a la integridad de mujeres, niños, niñas y adolescentes.

La modificación aporta al mejoramiento de la tipificación de estos delitos contra la impunidad pues se precisa el concepto de “acto análogo”  como la introducción de objetos o partes del cuerpo por la vía vaginal o anal y además se consideran nuevas agravantes para los delitos de violación sexual por ejemplo cuando el agente es miembro de alguna fuerza de seguridad pública o privada y aprovecha su condición para cometer el delito o si el autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad grave.

Asimismo se incluyen nuevas figuras delictivas tales como la pornografía infantil por internet, la sanción al cliente de adolescentes entre 14 y 18 años de edad que ejercen la prostitución, el turismo sexual infantil, la inclusión de diversas conductas que constituyen violación sexual, entre otros.

b) En la política pública nacional 

El Estado peruano reconoce que la discriminación hacia las mujeres es un problema social que afecta a millones de mujeres en nuestro país impidiéndoles el ejercicio de sus derechos y oportunidades en igualdad de condiciones que los hombres, en las esferas económica, social, cultural y política. En este contexto, la promoción de la igualdad de oportunidades con equidad de género se constituye en un gran lineamiento de política sectorial y estatal.

· La Firma del  Acuerdo Nacional

Este documento fue suscrito por el gobierno peruano en compromiso con diferentes organizaciones civiles, religiosas y partidos políticos, en el que se concertaron 29 políticas de Estado para ser implementadas en los próximos 20 años. La Décimo Primera Política de Estado  es la promoción de la igualdad de Oportunidades sin Discriminación.

Por esta política el Estado Peruano se ha comprometido a dar prioridad efectiva  a la promoción de la Igualdad de Oportunidades, siendo necesario establecer mecanismos orientados a garantizarla. Con este objetivo el estado combatirá – se señala en el Acuerdo – toda forma de discriminación, promoviendo la igualdad de oportunidades, fortalecerá la participación de las mujeres como sujetos sociales y políticos que dialogan y conciertan con el Estado y la sociedad civil , fortalecerá una institución al más alto nivel del Estado en su rol rector de políticas y programas para la promoción de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, es decir,  equidad de género.

· Planes Nacionales de Igualdad de Oportunidades
El Gobierno peruano, a través del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social promueve la implementación de Planes Nacionales a favor de los sectores más vulnerables , fomentando su  inclusión,  articulación financiamiento y monitoreo con los planes sectoriales, regionales y locales. Son tres los Planes Nacionales que promueven la Igualdad y Equidad de Género:

i. Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre hombres y mujeres.- Se trata de un instrumento orientador de políticas públicas, en cuyo marco,  se viene promoviendo la transversalización del enfoque de género y los derechos de las mujeres a través  de programas de capacitación  a funcionarios y funcionarias con capacidad de decisión en los sectores del Estado.  
Asimismo se viene promoviendo la conformación de Comisiones intrasectoriales con la finalidad de garantizar la implementación del plan Nacional en cada sector. A la fecha contamos con:

· Comisiones  Intersectoriales  para la implementación del Plan en el Ministerio de Agricultura a través de la Resolución Ministerial N° 0010-2004-AG, del 09 de enero 2004; y en el Ministerio de Trabajo con la Resolución Ministerial N°123-2004-TR, del 12 de Mayo 2004.

· Plan de Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres del Sector Interior 2003-2005, con Resolución Ministerial N° 0518-2004-IN el 23 de Marzo del 2004, del Ministerio del interior.
En la actualidad se cuenta con una propuesta de Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres para el período 2005-2010, que incluye acciones orientadas a garantizar a las mujeres el ejercicio de sus derechos económicos, sociales y culturales, el acceso igualitario a los recursos, su efectiva participación en las estructuras de poder y en la toma de decisiones en igualdad de condiciones que los varones. Además, incluye mecanismos como el derecho de queja, denuncia, petitorio y consulta que destacan el rol que tiene la sociedad civil organizada en la vigilancia de la aplicación de las políticas públicas previstas en el Plan.

Este nuevo Plan tiene la gran ventaja de haber sido consultado ampliamente entre organizaciones de la sociedad civil, autoridades regionales, representantes de los diversos sectores y así como entre representantes de organismos internacionales, todos ellos especialmente preocupados por la problemática de la discriminación hacia las mujeres en nuestro país.
Con la próxima aprobación del Plan de igualdad de Oportunidades 2005 – 2010 se confirmará la alianza entre el Estado y la sociedad civil respecto de las políticas para la promoción de la mujer y la igualdad de oportunidades de mujeres y varones, en el marco de la lucha contra la pobreza, la descentralización, la construcción de la democracia, y el desarrollo sostenible; dándosele continuidad al Plan Nacional 2000 – 2005.

ii. Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002-2010

El Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002-2010 tiene entre sus objetivos estratégicos “asegurar una vida sana para niños y niñas de 0 a 5 años”, para lo cual se plantea promover condiciones adecuadas para la maternidad de mujeres en edad fértil. Asimismo, para “Crear espacios de participación para las adolescentes”, el Plan se propone reducir la tasa de embarazo adolescente reforzando los temas de salud sexual y reproductiva del adolescente en la educación secundaria. Y para “Reducir la explotación sexual de las niñas y niños” el Plan señala entre sus acciones rehabilitar a las víctimas de prostitución, tráfico y pornografía infantil y coordinar con los prestadores de servicios turísticos para enfrentar la explotación sexual en turismo.

iii. Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2002-2007

El Estado peruano a través del Ministerio de la mujer y desarrollo Social promueve el cumplimiento del Plan, aprobado con Decreto Supremo N° 017-2001-PROMUDEH, mediante la conformación de la Comisión Multisectorial de alto nivel. Esta comisión es presidida por el mencionado  Ministerio e integrada por los representantes de los Ministros de Educación, Salud, Justicia y del Interior, así como la Defensoría Adjunta para los derechos de la Mujer de la Defensoría del Pueblo. 

Con el convencimiento que la violencia contra las mujeres es un grave obstáculo para el logro de la igualdad, el desarrollo y la paz social, y por ello su eliminación es condición indispensable para alcanzar esas metas, se está descentralizando el Plan, a través de coordinaciones directas con autoridades de los gobiernos regionales y locales y jornadas de capacitación permanente.

· Implementación de Políticas por Igualdad de Oportunidades con Equidad de Género en los Espacios Regionales y Locales

Se vienen promoviendo la difusión de los compromisos internacionales suscritos por el Estado Peruano para la protección de los derechos humanos de las mujeres, así como la transversalización de políticas de Igualdad de Oportunidades con equidad de género. Entre los años 2003 y 2004 se ha capacitado a 1,200 funcionarios/as de los ministerios, gobiernos regionales y municipales en Cusco, Lima, Piura, Cajamarca, Tarapoto, Amazonas, Huancavelica, Junín, Ucayali, Apúrímac, y Puno. 

En los años 2003 y 2004 se fortaleció el rol de 1,100 mujeres autoridades y su desempeño en la gestión y liderazgo del proceso de descentralización y transferencia de programas sociales, mediante la organización de Foros y talleres de capacitación “Mujeres presentes en la Democracia y la Descentralización” y foros Macro Regionales en las regiones de Junín, Lambayeque, Puno y Lima.

· Promoción de los Derechos Humanos de las Mujeres a través de la movilización ciudadana en concertación con las Organizaciones Sociales y Gobiernos Sub Nacionales
El Gobierno nacional  a través del Ministerio de la Mujer coordina diversas acciones con gobiernos regionales y locales, así como con redes de organizaciones urbanas (Federación de mujeres de Villa El Salvador) y rurales (participantes del colectivo indígena CHIRAPAC), Red de Casas Refugio, Red Nacional de Promoción de la Mujer, y otras organizaciones no gubernamentales:

· Campañas de movilización ciudadana para la sensibilización, difusión y promoción de los derechos de las mujeres en fechas clave para los derechos de las mujeres: “Día Internacional de la Mujer”, “Día Mundial de la Mujer rural” , “Día Internacional por la No la Violencia contra la Mujer” entre otros.

· Campaña convocada junto con organizaciones de la sociedad civil y los gobiernos locales “Por el derecho al nombre y la identidad de niños, niñas y mujeres rurales”.

· Acceso de las Mujeres a Oportunidades Laborales y el Liderazgo Comunal

A través del Programa Nacional de Wawa Wasi se fortalece las organizaciones sociales de mujeres al encargarles la gestión del Programa, mediante los Comités de Gestión integrados en un 99% por mujeres, promoviendo así su capacidad de liderazgo. El Comité de Gestión en la comunidad es un espacio de administración y organización de los Wawa Wasis comunales. Además, el Programa es un espacio que mejora los niveles de empleo de 7,880 mujeres y sus familias, que asumen roles de Madres Cuidadoras, Socias de Cocina, miembros del Comité de Gestión, al permitirles acceder a mejores oportunidades mediante el desarrollo de sus capacidades.

Por otro lado, el Programa Nacional de Wawa Wasi al brindar atención integral a 40 000 niños y niñas, y próximamente a 50,000, hace posible que sus madres tengan mayores posibilidades de generar ingresos propios, promoviendo así el ejercicio de los derechos económicos de las mujeres y por lo tanto el acceso a los recursos y al empleo.

· Promoción del Empleo y Generación de Oportunidades Económicas
El Programa de Lucha contra la Pobreza de Lima (PROPOLI) brinda apoyo especial a mujeres emprendedoras a través de bonos PROPOLI y de bancos comunales para que las mujeres empresarias accedan a cursos de capacitación, asistencia técnica y servicios de vinculación comercial con empresas locales y de exportación cofinanciando hasta el 80% de sus costos. El proyecto ha iniciado sus acciones en los distritos de Lurin, Comas, Ventanilla, Villa María del triunfo y Ate. Se espera beneficiar a por lo menos 400 mujeres con los planes de negocios y a 100 proyectos empresariales de Organizaciones sociales de base prioritariamente de mujeres, entre otras acciones.

El Programa “A Trabajar Rural”, ha contratado a 35,525 brigadistas mujeres y ha generado 596 empleos de mano de obra femenina calificada. Asimismo, ha beneficiado a mujeres de Organizaciones Sociales de Base con la implementación de Micro Proyectos Productivos de procesamiento de truchas fileteadas.

El Estado brinda asistencia técnica, asesoría y capacitación para mejorar la inserción de las mujeres en el mercado de trabajo. En el año 2003  se capacitó a 16,734 mujeres a nivel básico y a 817 mujeres a nivel avanzado. 
· Responsabilidades compartidas en la crianza y educación de los hijos e hijas
El Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social coordina con otros sectores el desarrollo de experiencias piloto para fomentar el involucramiento de los varones en la crianza y educación de los hijos e hijas. Así, mediante el Programa Multisectorial “Allin Taita” se ha sensibilizado a la fecha a 2,084 padres y madres de familia, a fin de incrementar sus capacidades para mejorar pautas de crianza, asimismo ha capacitado a 2,420 niñas y niños en la mejora de relaciones con sus padres. El Programa es desarrollado de manera conjunta con el Ministerio de Educación, en las regiones de Ayacucho, Huancavelica y Apurímac. 

El Programa Wawa Wasi viene promoviendo las responsabilidades compartidas de los padres en la crianza y educación de los niños y niñas y en el reparto equitativo de responsabilidades familiares, mediante charlas informativas a 120,000 padres y madres de familia. 

El Instituto Nacional de Bienestar Familiar (INABIF) promueve el reparto equitativo de responsabilidades familiares a 1,400 personas en localidades de extrema pobreza tanto urbanas como rurales. Asimismo ha desarrollado 22 campañas de sensibilización sobre el ejercicio democrático entre mujeres y varones.

· Prevención y atención de la violencia contra las mujeres
En la línea de prevención de la violencia contra las mujeres en los ámbitos familiar y sexual se ha:

· Sensibilizado  a nivel nacional, a cuatro millones de personas sobre los efectos nocivos que la violencia familiar y sexual genera en el desarrollo de las personas, en particular de las mujeres y de las niñas.

· Suscrito un convenio interinstitucional entre el MIMDES y el Instituto de   Radio y Televisión, canal 7-IRTP, para la difusión de mensajes que generen una corriente de opinión contra la violencia hacia la mujer y a favor de los valores de respeto y tolerancia.

· Realizado 28 campañas de consejería psicológica y legal para la prevención de la violencia familiar y sexual, atendiendo 12,955 personas. De igual forma, capacitó a 2,829 jóvenes y adultos, así como a 500 mujeres como promotores juveniles y facilitadoras respectivamente, cuya labor es realizar campañas de prevención y detección de la violencia familiar y sexual en sus propias comunidades.

· Promovido la realización de movilizaciones ciudadanas en todas las regiones a fin de sensibilizar a la población por el “Día de la No violencia contra la Mujer” y campañas “Por una cultura de protección de la salud de las mujeres” orientadas a promover el derecho a una vida saludable de la población femenina mediante la prestación de servicios de salud especializados a 14,227 personas en Lima (Villa El Salvador, Ate, Villa María del Triunfo), Callao (Ventanilla) y Junín (Huancayo).
· En la línea de atención de la violencia contra las mujeres:

El Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS), creado por Decreto Supremo No. 008-2001- PROMUDEH, de fecha 25 de abril del 2001, ha venido implementando y sosteniendo “Centros Emergencia Mujer" (CEM)” a nivel nacional. A la fecha se cuenta con 40 CEM, 8 ubicados en la región Lima, 2 en la provincia constitucional del Callao y 30 en otras regiones del país. Los CEMs buscan desarrollar un modelo de atención integral, multidisciplinaria y gratuita, en las áreas: legal, psicológica y social para las mujeres víctimas de violencia familiar y sexual. 

· Casas de Refugio para mujeres víctimas de violencia familiar en las Beneficencias Públicas


Se han creado Casas de Refugio para mujeres víctimas de violencia familiar. Como sabemos, la problemática de las mujeres que viven situaciones de violencia al interior de sus familias está sumamente extendida en nuestro país y viene generando graves impactos en su salud, vida e integridad.  


La creación de casas de refugios para mujeres violentadas es asumida como una  obligación del Estado para enfrentar esta problemática, en concordancia con lo dispuesto en el marco jurídico nacional e internacional. Así, el Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2002-2007 establece que para el 2007, el Estado peruano habrá habilitado 50 casas refugio, particularmente en aquellas zonas en las que el servicio no existe o donde se concentra una mayor demanda.

Si bien en la actualidad el Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual, viene apoyando la implementación de casas refugio para víctimas de violencia creadas por iniciativa municipal o privada, la demanda viene superando ampliamente la cobertura y es imprescindible incrementarla. Las Beneficencias Públicas tienen la ventaja de estar presente en todo el ámbito nacional y de contar con recursos propios para invertirlos en la población más desprotegida de su jurisdicción. A la fecha se cuenta con el compromiso de 15 Beneficencias Públicas de crear casas de refugio temporal para mujeres victimas de violencia familiar, asimismo se cuentan con dos casas de refugio  en funcionamiento implementadas por el Estado a través de las Beneficencias Públicas de Puno y Juiaca.
También se  brinda servicios de atención, recuperación y reinserción de adolescentes afectadas por la violencia sexual. Para ello se emplean mecanismos de coordinación interinstitucional e intersectorial. Destaca el funcionamiento de la “Casa de la Mujer Santa Rosa”, que es producto de un Convenio de Cooperación entre el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social y la Congregación de Hermanas Adoratrices.

· Experiencia piloto a favor de las víctimas de violencia familiar y sexual:

Se ha iniciado la ejecución del Programa integral de lucha contra la violencia familiar y sexual en Ayacucho, con el apoyo de la Cooperación Técnica Belga. Beneficiará a la población de 15 distritos y 4 provincias de la región Ayacucho. 

Esta experiencia, cuyo financiamiento asciende a 2 millones de dólares, plantea la utilización de incentivos y apoyo a actividades económicas de las mujeres afectadas por violencia familiar o sexual con la finalidad de que ganen autonomía y se recuperen progresivamente de los daños sufridos. Así mismo, busca sensibilizar y capacitar a policías, fiscales, defensores del niño y adolescente, jueces y líderes y directivos de las organizaciones comunales. El Proyecto beneficiará mayoritariamente a mujeres, principales víctimas de la violencia familiar y sexual.
· Trata de personas

En la problemática de la trata de personas en la que las mujeres son  las principales víctimas, el ministerio de la Mujer y Desarrollo Social desarrolla acciones para combatirla a través del Grupo de Trabajo Permanente contra la Trata de Personas, integrado por representantes de diversos sectores (Interior, Salud, Justicia, Educación, Trabajo y Promoción Social, Relaciones Exteriores) así como Poder Judicial y Ministerio Público. La  presencia de la Sociedad Civil se garantiza con la participación de dos organizaciones no gubernamentales. 

· Atención a las mujeres víctimas de violencia política

El Estado , a través del Programa de Apoyo al Repoblamiento y Desarrollo de Zonas de Emergencia (PAR) desarrolla un Plan Nacional de Reparación de secuelas por la violencia política, y para ello ejecuta un conjunto de proyectos con enfoque de género e interculturalidad. Todo ello con el objetivo de lograr la participación de la población afectada en el proceso de desarrollo y en la construcción de una cultura de paz, ejecutando acciones de: 

· Sensibilización y fortalecimiento de la ciudadanía y la gestión local, que a la fecha ha fortalecido la participación política y ciudadana a 481 mujeres. 

· Promoción de la Salud Mental y Comunitaria, que atendió a 985 adolescentes en el  año 2003 (571 varones y 414 mujeres).

· Ayuda humanitaria.

· Rehabilitación de Unidades Productivas Familiares, entre otros.

Estas actividades se ejecutan en los departamentos afectados en mayor grado por la violencia política: Ayacucho, Apurímac, Huancavelica, Huanuco, Junín, Puno y Lima.
· Derecho a la identidad y al nombre
El problema de la indocumentación genera situaciones de discriminación y exclusión social, por ello el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social promueve acciones afirmativas a fin de revertir esas situaciones. Las cifras son reveladoras: en el país existen más de un millón de personas indocumentadas,  de los cuales  312 mil son mujeres, la mayoría de ellas vive en el ámbito rural (53.1%). Cada año 94,200 niños y niñas (15% del total) no tienen partida de nacimiento cada año.

En ese marco se ha lanzado la “Campaña Nacional por el Derecho a la Identidad de la Niñas, Adolescentes y Mujeres Rurales” en cuatro Regiones: Apúrimac-Abancay, Ayacucho-Huanta, Huancavelica y Pasco-Oxapampa. Una de las principales estrategias de esta campaña es la firma de Convenios de trabajo conjunto entre el MIMDES y los Gobiernos Locales de las zonas de intervención, para desarrollar acciones de información y orientación dirigidas a promover el acceso a  documentos: partidas de nacimiento, Libreta Militar, DNI. La intervención se ampliará a cuatro regiones más del país en el segundo semestre del presente año.

Asimismo se está promoviendo la constitución de la Comisión Multisectorial para promover el derecho al nombre y la identidad de las niñas, adolescentes y mujeres rurales; la misma que estará conformada por diferentes sectores del Estado, la Defensoría del Pueblo, el Registro Nacional de Identidad  y Estado Civil, el Organismo Nacional de Procesos Electorales, Instituto nacional de estadística e Informática  y  la Comisión  Nacional de Pueblos Andinos y Amazónicos.
2. ACCIONES PARA REDUCIR EL IMPACTO Y PREVENIR LOS DESASTRES NATURALES 

	“Asumimos el compromiso de incrementar la cooperación y fortalecer las instituciones responsables de coordinar e implementar las acciones orientadas a disminuir el impacto de los desastres naturales en las personas y su efecto en los planes nacionales de desarrollo, con énfasis en las áreas de prevención, mitigación, atención de emergencias y gestión del riesgo en sus diferentes niveles”


El Instituto Nacional ce Defensa Civil (INDECI), en su condición de Organismo Rector del Sistema Nacional de Defensa Civil en el Perú tiene a su cargo durante el periodo 2004 - 2005, la Presidencia del Comité Andino de Prevención y Atención de Desastres (CAPRADE), organismo que despliega su accionar en el marco de una Estrategia Andina de Prevención y Atención de Desastres aprobada por el Comité.  Además, este  Organismo Andino ha aprobado recientemente un Plan Operativo Anual 2004-2005 y se encuentra en estudio, la formulación de un Plan Estratégico, para consideración y eventual aprobación en el próximo mes de noviembre.

En el ámbito Latinoamericano, el Perú ha contribuido sustantivamente a la elaboración de la Plataforma Regional Latinoamericana con proyección a participar en la Conferencia Mundial de Reducción de Desastres en KOBE que se llevará a cabo en el mes de enero del 2005 y fijará los compromisos que se adoptarán en el ámbito mundial para la próxima década.

En el marco del fortalecimiento institucional del INDECI, debe destacarse en el presente ejercicio 2004, la aprobación del Plan  Nacional de Prevención y Atención de Desastres, a través del Decreto Supremo Nº 001-A-2004-DE/SG, documento de carácter estratégico en función al cual tanto los Sectores como los Gobiernos Regionales y Locales estar elaborando sus respectivos Planes atendiendo a la importancia de planificar la medidas de prevención para evitar desastres y disminuir sus efectos, considerando además que la formulación del Plan es fundamental parra la implementación y operatividad de los Sistemas Regionales de Defensa Civil que dirigen los Gobiernos Regionales, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley Nº 27867 - Ley Orgánica de los Gobiernos Regionales.  Así mismo, debe destacarse la formulación del Atlas de Peligros Naturales del Perú, valioso instrumento de carácter científico-tecnológico para la reducción de desastres, que fue auspiciado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 

Prosiguiendo con el marco de la acciones para la prevención de desastres, debe mencionarse que el Instituto Nacional de Defensa Civil dirige el Programa de Ciudades Sostenibles, el cual se ejecuta e implementa con la participación  activa de los Gobiernos Regionales y Locales, Universidades e Instituciones vinculadas al tema de desarrollo urbano sostenible, habiéndose elaborado a la fecha setenta y siete centros urbanos en el país.  Igualmente, en lo que corresponde  a esta fase de prevención, tanto el INDECI como los Gobiernos Regionales y Locales, según su competencia, ejecutan Inspecciones Técnicas de Seguridad en Defensa Civil (ITSDC).

De otro lado, en cumplimiento del objetivo de desarrollar una cultura de prevención, el INDECI imparte capacitación a las autoridades de  los Gobiernos Regionales y Locales que dirigen los Comités de Defensa Civil a nivel nacional, así como se prepara a la población para afrontar cualquier eventualidad, a lo cual se agrega que en el presente ejercicio 2004, el Ministerio de Educación ha aprobado la Directiva Nº 052-2004-MED que incluye los contenidos de aprendizaje del Programa "APRENDIENDO A PREVENIR" el cual formará parte de la estructura curricular de la Educación Básica (Inicial, Primaria, Secundaria).  Educación Básica Alternativa (Educación de Adultos) y Educación Superior (Formación Magisterial).

A lo expuesto, es de singular trascendencia informar que mediante Ley Nº 28201 se declaró de interés nacional y urgente necesidad pública, la construcción del Centro de Operaciones de Emergencia Nacional (COEN), en virtud de lo cual se transfiere el dominio de un terreno al INDECI, habiéndose propuesto ante la Presidencia del Consejo de Ministros, las disposiciones complementarias a la Ley acotada.  En esta materia normativa, corresponde informar sobre la admisión a trámite por el Congreso de la República de un nuevo proyecto de Ley en materia de Prevención y Atención de Desastres en nuestro país, propuesto por el INDECI en el marco del fortalecimiento del Sistema Nacional.

III. GOBERNABILIDAD DEMOCRÁTICA

1. DIÁLOGO POLÍTICO

	"La gobernabilidad democrática se fortalece a través del diálogo entre todos los sectores de la sociedad. Continuaremos impulsando una cultura democrática y de desarrollo basada en el pluralismo y la aceptación de la diversidad social y cultural".


Los partidos políticos, el Gobierno peruano y la sociedad civil se comprometieron en el 2002, a desarrollar un proceso de diálogo que culminó con la firma de un Acuerdo Nacional de largo plazo, de carácter vinculante, en el que se plasmó un consenso sobre veintinueve políticas de Estado, reflejando una visión de futuro compartido sobre nuestro país. Con posterioridad se acordó la trigésima política de Estado, sobre la eliminación del terrorismo y afirmación de la reconciliación nacional. 

El Acuerdo Nacional, suscrito el 22 de julio de 2002 entre los representantes de los partidos políticos, de las organizaciones la sociedad civil y del Gobierno, ha establecido como objetivos: la promoción de la democracia y el Estado de derecho; lograr la equidad y justicia social; desarrollar la competitividad del país y consolidar un Estado eficiente, transparente y descentralizado. Se han adoptado, en total,  treinta políticas de Estado destinados al logro de dichos objetivos, entre ellas el fortalecimiento del régimen democrático y del Estado de derecho; la democratización de la vida política y el fortalecimiento del sistema de partidos; la reducción de la pobreza; la promoción de la igualdad de oportunidades sin discriminación; el acceso a la educación, a los servicios de salud y a un empleo digno; el desarrollo sostenible y la gestión ambiental; la promoción de la ética, la  transparencia y la erradicación de la corrupción; la plena vigencia de la constitución y de los derechos humanos; el acceso a la información, la libertad de expresión y de prensa y la eliminación del terrorismo. 

El Acuerdo Nacional es pues,  una expresión de la participación de la sociedad civil en los procesos políticos nacionales, con lo cual se contribuye al fortalecimiento de la democracia. 

En lo que respecta al diálogo político sería conveniente destacar el trabajo que viene realizando el Acuerdo Nacional. Sobre el particular cabe señalar que:

· El trabajo del Acuerdo Nacional ha cobrado gran dinamismo desde la implementación de su Secretaría Técnica Autónoma. Como ejemplo de ello, se pueden mencionar los Grupos de Trabajo temáticos que conforma el Foro del Acuerdo Nacional.

· Fruto de los Grupos de Trabajo de Inversión y Empleo y de Reforma del Estado que sesionaron durante los meses de enero a abril del presente año, se aprobó el Compromiso Político, Social y Económico de Corto Plazo. Este Compromiso expresa de manera concertada lo que debe hacerse para resolver los problemas inmediatos del país y el compromiso de los miembros del Acuerdo Nacional para apoyar y promover estas medidas en el corto plazo hasta el año 2006. El Compromiso de Corto Plazo fue recogido en un 90% por la Hoja de Ruta que presentó el Gobierno al país, en abril de 2004.

· En abril del presente año, el Foro del Acuerdo Nacional aprobó el Pacto Social de Compromisos Recíprocos para la Educación 2004 -2006, el mismo que fue elaborado por el Consejo Nacional de Educación. Este Pacto fue acogido por el Gobierno como la línea fundamental en materia educativa. Posteriormente, el Foro conformó un Grupo Impulsor encargado de promover el cumplimiento de este Pacto.

· En el mes de junio se conformó el Grupo de Trabajo sobre Descentralización. Este Grupo se caracteriza por ser permanente y estar abierto a instituciones que no son miembros del Acuerdo Nacional pero que están comprometidas con el proceso. El Grupo de Descentralización ha concertado un ,primer documento de propuestas para impulsar el proceso de descentralización, que está siendo debatido y enriquecido en talleres realizados en distintos departamentos del país.

· En su mensaje presidencial, el doctor Alejandro Toledo, invitó al Acuerdo Nacional a debatir los posibles mecanismos de reforma constitucional. Por esta razón, en agosto se conformó el Grupo de Trabajo de Reforma Constitucional que viene sesionando semanalmente y que presentará sus conclusiones a fin de mes. Con la finalidad de avivar el interés de la ciudadanía por el tema constitucional, el Acuerdo Nacional y el Colegio de Abogados de Lima han organizado un seminario sobre "Balance y perspectivas de la Reforma Constitucional".

· A iniciativa del Partido Aprista Peruano, se conformó el Grupo de Trabajo para un Pacto de Mediano Plazo sobre Inversión y Empleo Digno (2004 -2011). Este Pacto será suscrito antes de fin de año por las fuerzas políticas y sociales presentes en el Acuerdo Nacional y tendrá la virtud de establecer reglas que comprometan al presente y futuro Gobierno y que promuevan inversión que genere empleo digno. Asimismo, por iniciativa del Acuerdo Nacional, el Congreso de la República conformó una Comisión de Proinversión que trabajará. de manera coordinada con este Grupo.

Con el objetivo que la ciudadanía haga suyos los principios que fundamentan el Acuerdo Nacional y de centrar el debate en los grandes problemas nacionales, se están realizando esfuerzos por difundir el Acuerdo Nacional. Se han publicado tres suplementos con distintos diarios. El primero trató el tema: ¿Para qué sirve el Acuerdo Nacional? (Qué es, cómo surge, quienes lo integran, entre otros). Los dos suplementos posteriores se refirieron a las treinta políticas de Estado. Asimismo, se está transmitiendo una vez por semana por canal 7, un programa de televisión sobre el Acuerdo Nacional.

2.- USO DE NUEVAS TECNOLOGÍAS EN LA GESTIÓN PÚBLICA

	"Nos comprometemos a estimular el uso de nuevas tecnologías de información y comunicación en los procesos de gestión pública y adoptar estrategias que permitan el desarrollo del gobierno electrónico.  

El acceso a la información en poder del Estado, con el debido respeto a las normas constitucionales y legales, incluidas las de privacidad y confidencialidad, es condición indispensable para la participación ciudadana y promueve el respeto efectivo de los derechos humanos. Nos comprometemos a contar con los marcos jurídicos y normativos, así como con las estructuras y condiciones necesarias para garantizar a nuestros ciudadanos el derecho al acceso a La información”.


En lo que concierne al uso de nuevas tecnologías de información y comunicación, merece la pena resaltar que:

· El Perú cuenta con una de las legislaciones más completas y avanzadas en materia de transparencia y acceso a la información pública, que constituye un mecanismo eficaz anticorrupción. En efecto Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 22 de abril del 2003 y su Reglamento, aprobado por D.S. N° 072-2003-PCM de fecha 6 de agosto del 2003, contemplan la creación de Portales de Internet en las diversas entidades públicas comprendidas en el Art. I del Título Preliminar de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. A través de estos Portales de Transparencia, cualquier ciudadano, sin expresión de causa, puede acceder a variada información pública, que estas entidades están obligadas a brindar, bajo sanción administrativa y/o penal, en caso de incumplimiento. Esta información incluye: Datos generales de la entidad (organización, organigrama, marco legal, texto único de procedimientos administrativos, etc.), información presupuestal (Presupuestos ejecutados, proyectos de inversión, partidas salariales, beneficios de los altos funcionarios y el personal en general, así como sus remuneraciones), adquisiciones de bienes y servicios que realicen (montos, proveedores, cantidad y calidad de ellos); actividades oficiales que desarrollaron o desarrollarán los altos funcionarios (viajes, eventos, etc.)

· La Resolución Ministerial No. 181-2003-PCM, de junio del 2003 conformó la Comisión Multisectorial para el Desarrollo de la Sociedad de la Información - CODESI, presidida por el Secretario General de la Presidencia del Consejo de Ministros, siendo una de sus finalidades el desarrollo del Gobierno electrónico como eje coadyuvante en la transparencia de la gestión estatal, acercando las acciones del Gobierno al ciudadano.

· La Oficina Nacional de Gobierno Electrónico e Informática, según el Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros, (D.S. N° 067-2003-PCM), se encarga de dirigir, implementar y supervisar la Política Nacional de Gobierno Electrónico e Informática.

· Con el fin de asegurar la estandarización y transparencia en la Administración Pública, la promoción del desarrollo de la Sociedad de la Información y aplicación de nuevas tecnologías en el Estado, la Oficina Nacional de Gobierno Electrónico ha realizado las siguientes acciones, entre otras:

· Lanzamiento del la Formulación y Evaluación del Plan Operativo Informático de las entidades de la Administración Pública para el Año 2004. (R.M. N°. 095- 2004-PCM).

· Lanzamiento de la "V Encuesta Nacional de Recursos Informáticos y Tecnológicos". (R.M. N°. 094-2004-PCM).

· Creación del Padrón Nacional de Unidades Informáticas de la Administración Pública (R.M. N° 206-2004-PCM).

· Emisión de la Guía para la Administración Eficiente del Software Legal en la Administración Pública (R. M. N° 073-2004-PCM).

· Emisión de la Guía Técnica sobre Evaluación de Software para la Administración Pública (R.M. N° 139-2004-PCM).

· Emisión de la Norma Técnica Peruana para el Sistema Nacional de Informática sobre el Ciclo de Vida de Software. (R.M. N° 179-2004-PCM).

· Emisión de la Norma Técnica Peruana para el Sistema Nacional de Informática sobre el Código de Buenas Prácticas para la Gestión de la Seguridad de la Información.

· Establecimiento de disposiciones relativas a la administración del "Portal del Estado Peruano" (Decreto Supremo N° 059-2004-PCM) -Formalización de la Jerarquía del Portal del Estado Peruano.

· Informe Final de la Comisión de Integración de Sistemas Informáticos y Plataformas Tecnológicas del Estado -COISIP I conteniendo los lineamientos para la integración de los sistemas, medio de pago virtual y plataforma de firmas digitales del Estado.

· Coordinación con diez instituciones del Estado para intercambiar información de sus sistemas informáticos y desarrollar el piloto de Web Services.

· Establecimiento del Medio de Pago Virtual por Internet ente la RENIEC y el Banco de la Nación.

· Culminación del desarrollo del Portal de Servicios al Ciudadano.

· Informe Final de la Comisión Multisectorial (R.M. N° 126-2003-PCM) sobre el Sistema Nacional de Catalogación de Bienes, Servicios y Obras.

· Selección de la entidad administradora del Catálogo Nacional de Bienes Servicios y Obras.

· Emisión de los Lineamientos para la Implantación Inicial del Sistema Electrónico de Adquisiciones y Contrataciones del Estado -5EACE (R.M. N° 142-2004-PCM).

· Constitución de la Comisión Multisectorial para su implantación inicial del SEACE. (R.M. N° 199-2004-PCM).

· Creación de la Comisión Nacional de Nombres de Dominios. 

· Modificación del Reglamento de Firmas y Certificados Digitales.
















� Planteado como objetivo d) de los objetivos a nivel social, artículo 6° Capítulo III de la Ley Bases de la Descentralización, Ley N° 27783.


� Principios rectores 4 y 7, artículo 8° de la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, Ley N° 27867.





